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Seguramente el año 2004 puede considerarse un año de
inflexión al hablar de la inmigración en España. No sólo por-
que los debates en torno al fenómeno migratorio se han ido
ampliando tanto en temática como en profundidad, sino por-
que el cambio de gobierno ha supuesto un nuevo enfoque a
la hora de tratar este tema. Parece evidente que España
está asumiendo su papel como país de inmigración, estable-
ciéndose que la cuestión no es tanto debatir sobre la nece-
sidad o no de la inmigración, sino sobre cómo gestionar un
fenómeno que sigue creciendo de manera notable. 
Por otro lado, y sin poder aventurar aún una valoración de
las políticas desarrolladas por el nuevo equipo de gobierno,
lo cierto es que se han generado importantes expectativas
de cambio. Eso es, en parte, debido a que la segunda legis-
latura del gobierno del Partido Popular (2000-2004) se
caracterizó por un discurso contrario a la inmigración y por
unas políticas de marcado carácter restrictivo. De todos
modos, hay que recordar que la actual Ley de Extranjería fue
aprobada, en octubre de 2003, con los votos favorables del
Partido Popular y del PSOE, si bien este último partido conti-
nuó expresando su disconformidad con la política de inmi-
gración del gobierno. El inicio de esta nueva legislatura sí
parece haber inaugurado una nueva forma de hacer las
cosas, principalmente por la apertura del diálogo con los
agentes sociales y por la intención manifiesta de enfocar el
fenómeno más allá del control de fronteras. 
Precisamente en el informe Prioridades para una nueva polí-
tica española realizado por el Real Instituto Elcano en 2004
se apunta la necesidad de que la política española incorpore
nuevos elementos a la hora de tratar el tema de la inmigra-
ción, para poder implementarse de modo más eficaz. En este
sentido, el informe considera clave que se asuma que para
la mayoría de inmigrantes su estancia en España no es de
carácter temporal, sino que tienen la intención de permanecer
en el país. Esto obliga a diseñar estrategias para fomentar la
residencia permanente y la naturalización de los inmigrantes,
así como para fomentar su integración y participación en la
esfera política, en la económica y en la social. El informe tam-
bién considera que hay que revisar un modelo de política
migratoria basada principalmente en la lucha contra la inmi-
gración irregular mediante el control de fronteras y en la con-
tratación en origen como modo preferente de acceder al
mercado de trabajo español, puesto que ha demostrado ser
poco realista y, en muchos aspectos, ineficaz. Para ello, y
entre otros planteamientos, el informe propone nuevas for-
mas de tratar la inmigración laboral –revisando la contrata-
ción en origen– y sugiere la necesidad de una perspectiva dis-
tinta a la aplicada hasta ahora, un nuevo enfoque activo que
reconozca explícitamente que la inmigración es una realidad
y una necesidad para España.
Por su parte, la inmigración se ha convertido en una pre-
sencia recurrente en los barómetros que elabora mensual-
mente el Centro de Investigaciones Sociológicas (CIS) para
profundizar en el conocimiento de las opiniones de la socie-
dad española. Así, ante la pregunta de cuáles son los princi-
pales problemas que existen en España, la inmigración se ha
convertido en uno de los temas que mayor porcentaje de res-
puestas acumula. Durante todo el año, el fenómeno migra-
torio se ha mantenido entre las posiciones 5ª y 6ª, y el cam-
bio de nivel que se apunta a partir de septiembre puede
deberse, principalmente, al creciente debate en torno al
nuevo reglamento de extranjería. 
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Fuente: Barómetros de opinión. CIS, 2004
En mayo de 2004, y como en años anteriores, el CIS realizó
un barómetro de opinión con una serie de preguntas relacio-
nadas con el fenómeno migratorio en España. A pesar de
que se han modificado algunas preguntas en relación con
pasadas ediciones, se mantiene, como en años anteriores,
que la gran mayoría de los entrevistados –un 89,3% del total-
consideran que cualquier persona tiene derecho a vivir y tra-
bajar en cualquier país. El 53,7% de los entrevistados com-
parte la afirmación que en España sí son necesarios los tra-
bajadores extranjeros, si bien un 35,3% discrepa. Un 53,3%
de las respuestas coinciden con el enunciado que en España
hay demasiados extranjeros y un 49,6% de los encuestados
afirman que el número de extranjeros en España crecerá en
los próximos años. Por otro lado, cada vez parece más evi-
dente que se entiende la inmigración como un proyecto per-
www.cidob.org
manente, puesto que sólo un 35,4% de los entrevistados
creen que después de un tiempo de ahorro los inmigrantes
volverán a sus países de origen, mientras el 51,5% coinci-
den en que la intención de la mayoría de inmigrantes es que-
darse definitivamente a trabajar y vivir en España. Sólo un
4,4% contempla la posibilidad que los inmigrantes utilicen
España como país de tránsito para establecerse en algún
otro país europeo. 
En relación con el papel de los trabajadores inmigrantes, un
85% de los entrevistados consideran que sólo debe permi-
tirse la entrada de aquellos trabajadores inmigrantes que dis-
pongan de un contrato de trabajo. Por otro lado, el 79% de
los entrevistados consideran que los inmigrantes hacen los
trabajos que la población autóctona no quiere hacer, aunque
por otro lado, un 48,2% de los encuestados –frente a un
45,51% que opina lo contrario– creen que los trabajadores
extranjeros quitan puestos de trabajo a los españoles y un
62,3% considera que provocan que desciendan los sueldos
al aceptar salarios más bajos que los trabajadores españo-
les. Sobre la política de inmigración española, un 31,8% de
los encuestados considera que las leyes que regulan la entra-
da y permanencia de extranjeros en España son más bien
tolerantes mientras que un 23,5% considera que dichas
leyes son demasiado tolerantes. Sólo un 14,4% las conside-
ra duras o demasiado duras. 
Finalmente, un 42,8% de los encuestados considera que la
inmigración es positiva para los países desarrollados. Esta
valoración coincide con los resultados publicados en el World
Economic and Social Survey, un estudio de Naciones Unidas
publicado en 2004 en el que se señalan los beneficios que la
inmigración genera tanto para los países de origen como,
especialmente, para los países de destino. Según dicho infor-
me, el temor a que la inmigración suponga una reducción de
los índices de ocupación y salarios en los países receptores
no se ha podido constatar. Por el contrario, los inmigrantes
incrementan el consumo de bienes y servicios, además de
ser, en el caso de los países europeos, un elemento de com-
pensación del envejecimiento de la población y de la escasez
de mano de obra que se da de manera general en Europa. 
LA POLÍTICA DE INMIGRACIÓN ESPAÑOLA
Durante el año 2004, se distinguen dos etapas en el des-
arrollo de la política de inmigración española, que vienen dife-
renciadas por la inflexión que suponen las elecciones de
marzo de 2004. El primer período sigue las pautas de la polí-
tica de inmigración aplicada durante los años anteriores por
el gobierno del Partido Popular, mientras que el cambio de
gobierno que siguió a las elecciones abrió una nueva etapa
para dicha política. Una de las primeras modificaciones del
gobierno del Partido Socialista en este terreno fue el cambio
de dependencia orgánica de los responsables de la política
de inmigración, que pasaron de pertenecer al Ministerio del
Interior a integrarse en el Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales. Además, cambió el rango del órgano responsable
del desarrollo de la política del Gobierno en materia de ex-
tranjería e inmigración, que pasó de ser una Delegación de
Gobierno a una de las tres Secretarías de Estado del Minis-
terio de Trabajo. 
En septiembre de 2004, en una intervención en el Congreso
de los Diputados, el ministro de Trabajo y Asuntos Sociales
señaló los cuatro pilares fundamentales de la política de inmi-
gración española. En primer lugar, la gestión ordenada de los
flujos migratorios canalizados de acuerdo con las necesidades
del mercado de trabajo; en segundo lugar, la lucha contra la
inmigración irregular con adecuados controles de frontera y
repatriaciones; en tercer lugar, la integración social de los
inmigrantes, entendiendo que el fenómeno migratorio es un
factor positivo para España; y en cuarto y último lugar, la coo-
peración con los principales países de origen de la mayoría de
los inmigrantes. 
El instrumento más visible para la aplicación de la política de
inmigración del nuevo gobierno ha sido el nuevo Reglamento
de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre Derechos
y Libertades de los Extranjeros en España y su Integración
Social, que se aprobó el 30 de diciembre de 2004. Dicho
reglamento incorpora nuevas fórmulas para gestionar la inmi-
gración, y se ha planteado de un modo distinto a anteriores
actos legislativos relativos al tema de la inmigración. Sus prin-
cipales objetivos son la gestión de los flujos migratorios y la
lucha contra la inmigración irregular, así como la integración
de los inmigrantes mediante la reagrupación familiar y el arrai-
go social. Esta última figura quiere servir para regularizar a
aquellos extranjeros que ya lleven un cierto tiempo residiendo
en España y puedan demostrar su implicación en la sociedad
española. Por ello, para conseguir la regularización mediante
el arraigo social, se requiere que la persona lleve como míni-
mo tres años viviendo en España, tenga un contrato de trabajo
y carezca de antecedentes penales, así como que tenga fami-
liares en España o un informe del ayuntamiento correspon-
diente que recomiende la asignación de los documentos perti-
nentes. Otra de las aportaciones de este nuevo reglamento es
la creación de una Comisión Laboral Tripartita de Inmigración,
formada por las organizaciones sindicales y empresariales
más representativas de carácter estatal, y que será consulta-
da al establecer las necesidades del mercado laboral español
y configurar el contingente anual.
En relación al sistema de cuotas, el contingente para el año
2004, aprobado en diciembre de 2003, era de 10.908
ofertas de trabajo estable, 2.227 de las cuales eran para el
sector de la construcción y 1.928 para la hostelería. Por
provincias, Madrid y Barcelona, con 2.048 y 2.013 respec-
tivamente, concentran el mayor número de ofertas, seguidas
de Valencia con 1.029. La propuesta de trabajos por tem-
porada era de 20.070, 17.428 de los cuales para el sector
agrícola. Huelva, con 8.000 ofertas –todas en el sector agrí-
cola–, es la principal provincia en ofertar trabajos de tempo-
rada, seguida por Segovia –1.540 ofertas básicamente en el
sector agrícola– y Tarragona –1.506 ofertas, principalmente


































































cifras presentadas por el Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales muestran un índice bajo en el cumplimiento de los
contingentes de años anteriores. Así, del contingente de
2002, se cubrieron un 31,2% de los 10.884 puestos esta-
bles que se ofrecieron y un 49,6% de los 21.195 puestos
temporales ofertados. En 2003, las cifras de trabajos esta-
bles son parecidas, puesto que se ofertaron 10.575 pues-
tos y se cubrieron 3.845, lo que representa una ocupación
del 36,3%, mientras que en el caso de las ofertas tempora-
les, se ocuparon 21.687 puestos pero la oferta de empleos
de temporada sólo era de 13.672, lo que implica que el con-
tingente fue incapaz de gestionar la contratación temporal.
Con datos de noviembre de 2004, las cifras de ocupación de
las ofertas permanentes eran parecidas al año anterior, pues
se habían ocupado 4.071 puestos de los 10.908 previstos,
mientras que, de nuevo, el cupo de temporales había sido
sobrepasado al ofrecerse 20.070 plazas y haberse aproba-
do 32.957 puestos de empleo de temporada. Estas cifras
explican la crítica que el gobierno socialista hizo del modelo
de contingente anterior al considerarlo excesivamente rígido,
dado que se establecía de manera anual, tenía un ámbito
provincial y la contratación nominativa era muy restringida. 
En este sentido, con el nuevo reglamento se pretende agilizar
la contratación permitiendo que la cifra del contingente pueda
irse adaptando a las necesidades del mercado de trabajo.
Además, el reglamento también incluye la posibilidad de visa-
dos para búsquedas de empleo en sectores determinados, así
como la existencia de un número de visados de búsqueda de
empleo en cualquier sector dirigidos a hijos y nietos de espa-
ñoles. En relación al régimen general, en el nuevo reglamento
se considera necesario la elaboración de un catalogo de ocu-
paciones de difícil cobertura, desglosado por provincias, que
deberá ser elaborado trimestralmente por el servicio público
de empleo estatal a partir de los datos de los servicios públi-
cos de empleo autonómicos y previa consulta con los interlo-
cutores sociales en el marco de la Comisión Laboral Tripartita
de Inmigración.
La disposición transitoria tercera del Real Decreto 2393/
2004 de 30 de diciembre por el que se aprueba el regla-
mento regula un proceso de normalización dirigido a los
extranjeros en situación irregular que viven en España. Los
requisitos necesarios para beneficiarse de este proceso son
que el extranjero demuestre, cuando entre en vigor el regla-
mento, que lleva como mínimo seis meses empadronado; la
existencia de un contrato de trabajo –vinculado a la aproba-
ción de las autorizaciones de residencia y trabajo pertinen-
tes– de como mínimo seis meses de duración como regla
general (o con un período mínimo de tres meses para los
contratos en el sector agrícola o de prestación laboral de
seis meses dentro de un año en los sectores de la hostele-
ría y la construcción) y el alta en la Seguridad Social. Precisa-
mente una de las grandes críticas que ha recibido este regla-
mento ha sido el notable papel que otorga a los empleado-
res, puesto que se convierten en una pieza principal en el
proceso de normalización individualizada que se abre con la
entrada en vigor del mismo. Lo cierto es, no obstante, que
este proceso ha sido consensuado con los principales sindi-
catos españoles, a pesar de que han criticado duramente la
actual Ley de Extranjería. Este proceso de normalización
entrará en vigor a principios de 2005, con lo que no será
hasta el próximo año que se podrán valorar los resultados
conseguidos por el mismo.
Hay que señalar la participación y general aprobación de dis-
tintos agentes sociales en la elaboración del reglamento.
Con el objetivo declarado de convertir la política de inmigra-
ción en una política de Estado basada en el consenso, para
la aprobación del Reglamento la Secretaría de Estado de
Inmigración y Emigración mantuvo ronda de consultas con
los partidos políticos, las comunidades autónomas, los ayun-
tamientos y diversos agentes sociales. Por su parte, tanto
el Consejo de Estado como el Foro para la Integración Social
de los Inmigrantes y el Consejo Económico y Social dieron su
aprobación al nuevo reglamento. Precisamente en el dicta-
men de valoración de esta última institución se consideraba
especialmente positiva la confección de un informe sobre las
necesidades del mercado de trabajo para la elaboración del
contingente anual y el proceso de redacción de dicho regla-
mento, aunque en relación a la memoria económica del pro-
yecto, ésta se consideraba claramente insuficiente. Asimismo,
el Consejo General de la Abogacía Española acogió favora-
blemente el texto de proyecto del reglamento, si bien emitió
un informe en el que señalaba algunas deficiencias detecta-
das en la regulación de los procedimientos sancionadores
que podrían implicar déficits en las garantías de las perso-
nas expedientadas. 
Los principales sindicatos también han expresado su posición
favorable al reglamento, aun a pesar de las discrepancias. 
En este sentido, por ejemplo, Comisiones Obreras apunta que
es la primera vez que se da un proceso de negociaciones
similar en materia migratoria, aunque señala la necesidad 
de establecer mecanismos automáticos y permanentes que
posibiliten la regularización de los irregulares en razón de su
arraigo social y laboral. Por su parte, la Unión General de
Trabajadores también hace una valoración positiva del regla-
mento a pesar de recordar su oposición a la actual Ley de
Extranjería y su rechazo a la figura de los visados para la bús-
queda de empleo. A pesar de que, en general, las valoracio-
nes sobre el nuevo reglamento hayan sido positivas, distintas
entidades sociales consideran que el reglamento plantea unos
requisitos difíciles de obtener para muchos de los inmigran-
tes que residen en España de manera irregular. De todos
modos, el proceso que ha rodeado la elaboración de esta
nueva iniciativa legislativa ha despertado menor nivel de opo-
sición que en años anteriores: en junio de 2004 hubo un
encierro en la Catedral de Barcelona de más de un millar de
inmigrantes solicitando la regularización, pero en esta oca-
sión, los sindicatos mayoritarios y las principales ONG y aso-
ciaciones de inmigrantes criticaron la falta de oportunidad 
de dichos encierros. Será necesario, más adelante, valorar
el nivel de satisfacción conseguido dado las notables expec-
tativas que la política de inmigración del nuevo gobierno ha









































Por su parte, y a pesar que el nuevo reglamento abre nuevas
formas de colaboración con los gobiernos autonómicos, el go-
bierno central continúa considerando la inmigración como una
competencia estatal. Por ello, si bien se apuesta por una mayor
participación de las comunidades autónomas –con un modelo
de cogestión– no se contempla la cesión de competencias en
este terreno. Este es un punto de fricción con distintos gobier-
nos autonómicos que reclaman la delegación de competencias
y que, como en el caso del gobierno catalán, piden que el
gobierno central aumente la aportación económica en este
ámbito de forma proporcional, según el peso demográfico de la
inmigración en las distintas comunidades autónomas. Tampoco
queda resuelto el reconocimiento de la participación política y
del derecho de voto de los residentes extranjeros no comunita-
rios en las elecciones municipales, una demanda de muchas
organizaciones sociales y de algunos partidos políticos.
Acompañando al reglamento, el gobierno ha declarado, ade-
más, su objetivo de luchar contra la economía sumergida y la
inmigración irregular, al entender que la existencia de la pri-
mera tiene un efecto de atracción para la inmigración mayor
que otros factores. A pesar de que son realidades distintas
e independientes, lo cierto es que en España existe una clara
relación entre inmigración irregular y economía sumergida.
Según un informe sobre la inmigración irregular en Cataluña
llevado a cabo por el CERES (Centre d'Estudis i Recerca
Sindical) de CCOO, la existencia de economía sumergida es
determinante para entender la presencia de inmigración irre-
gular en una región determinada pero, por el contrario, la
inmigración irregular no explica por sí misma la existencia de
la economía irregular. El Ministerio de Trabajo ha anunciado
el incremento de medidas para luchar contra la explotación
laboral de inmigrantes en situación irregular, así como la
colaboración con el Ministerio del Interior –cruzando datos
informáticos– para evitar los contratos falsos a inmigrantes,
impidiendo que se pueda dar de alta en la Seguridad Social a
un extranjero en situación de irregularidad administrativa. 
Por otro lado, los responsables de la política migratoria han
declarado su intención de mejorar la eficacia y celeridad en
la gestión administrativa mediante la aplicación informática y
la agilización de trámites. Durante los primeros meses de
2004 hubo críticas a la pobre dotación de recursos en
muchas oficinas de atención a los extranjeros que, como en
el caso de Barcelona, provocó un colapso de los servicios de
atención a los inmigrantes. La saturación de estas oficinas
obligó a utilizar también las oficinas del Instituto Nacional de
Empleo (INEM) para agilizar la gestión y resolución de los
expedientes. Esta acumulación burocrática ha sido una difícil
herencia para la nueva administración, sobre todo por la
necesidad de descongestionar la situación con la mayor cele-
ridad y agilidad posible. Según datos del Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales, la anterior administración dejó 374.749
expedientes sin resolver, principalmente en Barcelona, Ma-
drid y Alicante. Una mayoría importante de estos expedien-
tes eran renovaciones de permisos de residencia y trabajo
que, al no ser respondidos a tiempo, han convertido en irre-
gulares a inmigrantes que residían legalmente en España. 
Precisamente la lucha contra la inmigración irregular es uno
de los principales objetivos de la política migratoria española.
La exigencia de visados para los nacionales de determinados
países se ha convertido en una fórmula para reducir el núme-
ro de irregulares residentes en España. En este sentido, por
ejemplo, la exigencia de visados para los ciudadanos ecuato-
rianos desde mediados de 2003 ha supuesto un descenso en
el número de personas procedentes de este país que han
entrado en territorio español. Entre 2002 y mediados de
2004, la policía rechazó en frontera a 30.829 extranjeros que
intentaban entrar en España de manera irregular, de los cua-
les 9.649 –es decir un 31,2% del total- eran de nacionalidad
ecuatoriana y 8.588 –un 27,8%- procedían de Marruecos. 
Otro instrumento para reducir la entrada de flujos irregulares
a territorio español es la colaboración con los países vecinos.
En este sentido, es especialmente importante el correcto
funcionamiento de los acuerdos de readmisión con Francia
–precisamente el incremento de estas readmisiones explican
el crecimiento, en relación al 2003, del total de inmigrantes
irregulares repatriados en 2004– o Marruecos, si bien este
último país sólo ha aceptado, desde 1992, la devolución de
poco más de un centenar de subsaharianos que habían acce-
dido a España irregularmente a través su territorio. En el
terreno de la colaboración con Marruecos, sin embargo,
durante el 2004 han entrado en funcionamiento las patrullas
mixtas hispano-marroquíes, fruto de las negociaciones que
se llevaron a cabo en la segunda reunión del Grupo Migra-
torio Permanente Hispano-Marroquí en enero de 2004.
Hasta el mes de julio, y en una primera fase, se llevaron a
cabo 13 patrullas mixtas marítimas –con miembros de la
Guardia Civil española y la Gendarmería Real marroquí– entre
Canarias y El Aaiún con el objetivo de detectar embarcacio-
nes que transporten inmigrantes de manera ilegal. 
El incremento de los mecanismos de control que las autori-
dades marroquíes están llevando a cabo en algunos de los
puertos de salida de inmigrantes irregulares en patera, pare-
ce haber desplazado los puntos de salida de dichas embar-
caciones hacia otros países africanos. Es el caso, por ejem-
plo, de Sierra Leona, desde donde habían salido diferentes
barcos con inmigrantes, y que han sido interceptados en los
dos últimos años. Así, en agosto de 2004 se detuvo un car-
guero que transportaba a Canarias a medio millar de inmi-
grantes subsaharianos en condiciones de hacinamiento, y a
finales de año, los servicios de inteligencia españoles tenían
vigilado un barco en Freetown que, al parecer, se estaba pre-
parando para dirigirse a Canarias con más de mil inmigran-
tes a bordo. Estos “buques chatarra” que llegan al golfo de
Guinea y se dirigen posteriormente a Canarias, muchas
veces a través de puertos marroquíes, conviven con otras
redes que actúan por la ruta del Mar Negro, trasladando a
inmigrantes hacia Canarias pasando por Libia o Turquía. 
Por otro lado, el funcionamiento del SIVE (Sistema Integrado
de Vigilancia Exterior) parece explicar la reducción del núme-
ro de embarcaciones y ocupantes detenidos en el intento de


































































también un traslado de las rutas de las embarcaciones de
tráfico ilegal de personas que cruzan el Estrecho. Así, por
ejemplo, la extensión del SIVE en la costa de Cádiz ha supues-
to un incremento del número de embarcaciones detenidas en
Andalucía Oriental. Por su parte, en Canarias se ha reducido
el número de embarcaciones interceptadas en Tenerife, si
bien se han incrementado las detenciones de personas tras-
ladadas en Gran Canaria y Fuerteventura. En 2004 llegaron
a las costas de Canarias y al Estrecho 740 pateras y 15.671
inmigrantes, lo que supone una reducción del 21,4% y del
18,3% respectivamente en relación con el año anterior.
Finalmente, durante 2004, el número de repatriaciones totales
–que incluye expulsiones, devoluciones, rechazos en frontera y
retornados– creció un 28,92%, pasando de las 93.951 de
2003 a las 121.121 de 2004. Este balance se explica princi-
palmente por el incremento del número de personas retorna-
das cuando trataban de entrar en España por las fronteras con
Francia y Portugal, en razón de los acuerdos de readmisión
existentes con estos países. En 2004, el número total de per-
sonas retornadas por estos acuerdos de readmisión –principal-
mente a Francia, que readmitió a 82.286 personas, un
63,24% más que el año anterior– fue de 83.402, una cifra
notablemente superior a los 51.343 retornados de 2003. Por
nacionalidades, rumanos y búlgaros fueron los principales
colectivos en readmisiones, con 55.926 y 15.592 personas
readmitidas respectivamente, la mayoría de las cuales lo fueron
desde la frontera de La Jonquera, que se ha consolidado, des-
pués del aeropuerto de Barajas, como uno de los principales
puntos de acceso de la inmigración irregular en España. Por su
parte, en 2004 se dictaron 50.644 órdenes de expulsión, de
las cuales 13.296 –un 26,2%– fueron ejecutadas efectivamen-
te. Esta proporción de cumplimiento es similar a la de 2003, si
bien en el año anterior se dictaron 53.778 órdenes de expul-
sión. Por nacionalidades, Marruecos y Rumania son los países
con mayor número de expulsiones, seguidos por ecuatorianos y
colombianos, que son los que han visto incrementado en mayor
proporción el número de órdenes de expulsión ejecutadas. Uno
de los principales condicionantes para ejecutar efectivamente
una orden de expulsión es el coste económico de dicha acción.
La expulsión de un nacional chino cuesta 6.750 euros, mien-
tras que expulsar a una persona a Ecuador cuesta cerca de
3.400 euros y a Bulgaria supone un coste de unos 1.400
euros. Hay que tener en cuenta que, al precio del billete de las
personas expulsada hay que añadir el coste de la escolta que
las acompaña, que según el Ministerio de Interior supone un
gasto medio de 2.665,44 euros por expulsión. 
Por su parte, el total de las devoluciones –que afecta a per-
sonas que intentan entrar ilegalmente en España o a las que
intentan volver a entrar después de haber sido expulsadas– en
2004 fue de 13.136, mientras que en 2003 sumaron
13.684. La razón de esta reducción parece estar en la menor
afluencia de pateras que se han detenido al intentar llegar a
territorio español, así como en la reducción del porcentaje de
ejecución de dichas devoluciones, que pasó de ser del 85,5%
en 2003 al 71,2% en 2004, cuando el total de devoluciones
acordadas fue de 18.459. Los ciudadanos marroquíes, con
11.189 devoluciones ejecutadas, son el principal colectivo en
número de devoluciones, seguidos de las 354 aplicadas a
nacionales nigerianos. En cuanto al número de personas a
quienes se les deniega la entrada en puestos fronterizos
(retornos), éste descendió de las 14.750 personas retorna-
das en 2003 a las 11.280 en 2004. Una explicación para
esta reducción parece encontrarse en que cada vez más paí-
ses latinoamericanos requieren de visado para acceder a
España, y cada vez es menor el número de dichos nacionales
que se arriesgan a llegar a España sin cumplir con los requi-
sitos de entrada. Así, mientras en 2003 el mayor colectivo de
retornados –4.950 personas– fue de nacionalidad ecuatoria-
na, en 2004 este colectivo ya no se encuentra entre las tres
nacionalidades que encabezan la lista de mayores colectivos
retornados. En 2004, y con 3.304 personas retornadas, es
Marruecos quien encabeza dicha lista, seguido de los nacio-
nales brasileños con 1.175, cuyo crecimiento coyuntural se
explica por las nuevas regulaciones que Portugal ha empeza-
do a aplicar a los nacionales de dicho país. 
En relación con la cooperación con los países de origen de la
inmigración hay que destacar que, además de la importancia
que se otorga a la colaboración con Marruecos, el Congreso
de los Diputados aprobó por unanimidad una proposición de
Convergència i Unió que proponía vincular las comunidades de
inmigrantes residentes en España con el desarrollo económi-
co y social de sus países de origen. Esta iniciativa, que se
enmarca en los objetivos de la agenda Tampere para una polí-
tica de inmigración europea, implicaría reformar la Ley de
Cooperación Internacional al Desarrollo de 1998 para intro-
ducir el “codesarrollo” como otro de los instrumentos de la
cooperación española. Esta iniciativa no persigue orientar la
Ayuda Oficial al Desarrollo a los principales países emisores de
inmigrantes o fomentar simplemente una política de retorno,
como tampoco quiere restringir la cooperación a aquellos paí-
ses que controlen los flujos de inmigración irregular. Su obje-
tivo es incentivar la participación activa de las personas inmi-
gradas en el desarrollo de su país de origen mediante, por
ejemplo, la orientación de las remesas hacia proyectos de
carácter productivo, los programas de formación a las perso-
nas que deseen retornar; la contratación de temporada;
acciones de sensibilización para el conocimiento mutuo de las
sociedades de origen y destino, etc. Como en el ámbito euro-
peo, en España el debate sobre el codesarrollo enfrenta a los
que consideran que este instrumento puede significar una
manera de mejorar las condiciones de vida de los países de
origen de la inmigración y los que temen que el codesarrollo
se convierta en una herramienta que implique, como contra-
partida, el control o la disminución de los flujos migratorios.
Finalmente, señalar que durante el 2004 ha habido un pro-
ceso de regularización extraordinario dirigido a los familiares
de muertos y a los heridos víctimas de los atentados del 
11-M en Madrid. La Oficina de Atención a las Víctimas había
recibido, un año después de los atentados, 2.590 solicitudes
de regularización, y concedido 900 permisos de residencia y
908 autorizaciones de residencia por circunstancias espe-









































Por su parte, en el ámbito judicial, cabe destacar la senten-
cia de julio de 2004 del Tribunal Supremo que anulaba la
expulsión automática de delincuentes extranjeros que se
recogía en la reforma del Código Penal que había impulsado
el anterior gobierno. Según la reforma, las penas privativas
de libertad de los extranjeros condenados a menos de seis
años no podrán ser sustituidas automáticamente por la
expulsión, puesto que esta obligatoriedad no respeta, como
es necesario, el estudio individual de cada caso. En el mismo
mes, el Tribunal Supremo anuló el requisito de demostrar un
año de convivencia para conceder la residencia a los cónyu-
ges extranjeros de matrimonios mixtos, al considerar que
dicha obligación no respeta el derecho de vivir en familia y se
presta a considerar que durante ese primer año las uniones
tienen que demostrar que no son de conveniencia. 
Por otro lado, el 26 de noviembre la Fiscalía General pro-
mulgó la circular 6/2004 sobre el tratamiento jurídico de los
menores extranjeros inmigrantes no acompañados que dero-
ga la circular de 23 de octubre de 2003 sobre la devolución
de menores no acompañados. Esta circular, polémica en el
momento de su publicación, establecía cómo actuar en rela-
ción a las expulsiones que afectaban a los menores extranje-
ros no acompañados, además de apuntar que dicho colecti-
vo rechazaba sistemáticamente cualquier intento de escola-
rización y que la sociedad española no podría absorber el
número de menores que intentaban acceder irregularmente
a España, en muchos casos inducidos por sus propias fami-
lias. Por estas razones, la circular de 2003 consideraba que
la minoría de edad no podía convertirse en una coartada
legal que implicara por sí sola una declaración de desampa-
ro y que, por lo tanto, los fiscales pueden dictaminar –salvo
en casos excepcionales– la devolución o el retorno de los
menores extranjeros en situación irregular, con la mayor bre-
vedad posible. La justificación de la circular 6/2004 recoge,
precisamente, una de las principales críticas que recibió la
anterior de 2003, al considerar que las dudas e interpreta-
ciones en la aplicación de la circular de 2003 pueden no
coincidir en ocasiones con el principio general que debe pre-
valecer del interés superior del menor. La nueva circular, apa-
recida poco antes de la publicación del nuevo Reglamento de
Extranjería, quería servir para clarificar la posición de la
Fiscalía General, puesto que la circular 3/2003 entraba en
contradicción con anteriores pronunciamientos de dicha ins-
titución en este terreno.
Por último, apuntar que en agosto de 2004, el ministro de
Exteriores italiano propuso a sus homólogos francés y español
la celebración de una cumbre trilateral dedicada a hablar de
los flujos migratorios en el Mediterráneo. Por su parte, en
septiembre, la Unión Europea y Marruecos firmaron un acuer-
do de gestión fronteriza por el que Marruecos ha de recibir 40
millones de euros para mejorar la vigilancia de sus fronteras
y la coordinación de los cuerpos de seguridad responsables de
éstas. En este sentido, la importancia de los países del sur del
Mediterráneo como puntos de origen o tránsito de la inmigra-
ción hacia Europa quedó patente con la sugerencia alemana
de finales de septiembre de crear centros de acogida en
dichos países para los inmigrantes irregulares que los utiliza-
ran como ruta para acceder al territorio de la Unión Europea.
Esta propuesta, que fue acogida favorablemente por la mayo-
ría de países de la Unión Europea, contó desde el principio con
las reticencias de Francia y España.
LOS INMIGRANTES EN ESPAÑA
Según las cifras de la Secretaría de Estado de Inmigración y
Emigración, a finales de 2004 había en España 1.977.291
residentes extranjeros, lo que supone un 4,58% del total de
la población en España y significa un incremento del 20% en
relación al número de extranjeros que residían en España en
2003. Este ritmo de crecimiento, similar al de años anterio-
res, confirma el dinamismo de los flujos migratorios que tie-
nen España como destino, y que convierten a este país en uno
de los principales destinos migratorios en el ámbito de la
Unión Europea. Por su parte, según las cifras proporcionadas
por el Instituto Nacional de Estadística (INE), la diferencia
entre el número de extranjeros con permisos de residencia y
el número de extranjeros empadronados apunta que entre
800.000 y 1.000.000 se encuentran en España en situación
irregular. Además, y según los mismos datos, esto situaría el
porcentaje de extranjeros en España en torno al 7%.
A partir de las cifras oficiales de la Secretaría de Estado,
los 649.122 nacionales procedentes de América Latina son
el mayor colectivo de extranjeros en España, seguidos de 
los 498.875 nacionales del Espacio Económico Europeo y los
498.507 procedentes de países africanos. Además, los resi-
dentes procedentes del continente americano son los que
más han crecido –alrededor del 25%- en comparación con
las cifras de 2003. En un período de cinco años, los ameri-
canos residentes en España han pasado de ser un colectivo
formado por 199.964 personas en 2000 a los 666.086 –el
97% de los cuales proceden de América Latina– de 2004, lo
que los confirma como el flujo de inmigrantes con mayor
dinamismo e índice de crecimiento, así como el principal
colectivo extranjero en la mayoría de comunidades autóno-
mas españolas. Con un crecimiento también destacado en
los últimos años se sitúan los residentes asiáticos, que ya
suman un total de 142.762 personas.
Por países de origen, la mayor comunidad extranjera en
España la continúan conformando los 386.958 nacionales
marroquíes residentes. Si bien la primacía de la comunidad
marroquí se mantiene en términos absolutos, se confirma una
lenta disminución en términos relativos, no tanto por su pro-
pio peso en el total de extranjeros residentes en España 
–estabilizado en torno al 20%– sino por el crecimiento de
otras comunidades extranjeras. Así, en 2004, los 221.549
nacionales ecuatorianos significaban un 11,2% del total de
extranjeros residentes en España, mientras en 2000 sólo
representaban un 3% del total. Igualmente, mientras hace
cinco años los colectivos colombiano y rumano representaban
un 5,4% y un 1,2% del total de extranjeros en España, actual-


































































mente. Precisamente estos dos colectivos conforman junto a
los señalados anteriormente –marroquíes y ecuatorianos– y
los 71.881 residentes chinos, las cinco primeras nacionalida-
des extracomunitarias en España. Reino Unido e Italia, con
comunidades de 128.283 y 72.032 nacionales respectiva-
mente, serían los principales países de origen de los extranje-
ros comunitarios en España, si bien hay que señalar que,
sobre todo en el caso británico, muchos de estos nacionales
no residen permanentemente en territorio español.
Junto con el país de origen, cada vez se está empezando a
prestar más atención a la región tanto de origen como de
destino, investigando las posibles correlaciones entre los
puntos de origen y destino de las comunidades inmigrantes
en España. En este sentido, por ejemplo, una investigación
llevada a cabo por el TEIM (Taller de Estudios Internacionales
Mediterráneo) sobre las redes de origen marroquí en España
establece una conexión entre los principales lugares de ori-
gen de los inmigrantes marroquíes y sus lugares de asenta-
miento en territorio español. El estudio de estas relaciones
puede ser útil al hablar del desarrollo y emergencia de las
redes transnacionales de carácter informal, que aparecen
como mecanismos de organización y comunicación que van
más allá de las fronteras estatales tradicionales y que, en la
medida que pueden plantear la construcción de nuevas iden-
tidades complejas, constituyen un reto para los conceptos de
ciudadanía clásicos. 
En otro orden de cosas, la distribución de la población extran-
jera en el territorio español sigue las mismas pautas que en
años anteriores, pudiendo considerar cuatro niveles de con-
centración de población extranjera. Un primer nivel estaría
conformado por la Comunidad de Madrid y Cataluña –Barcelo-
na principalmente–, que siguen siendo los territorios que mayor
número de personas extranjeras acogen. Con unos colectivos
formados por 318.980 y 356.031 personas en Madrid y
Cataluña respectivamente, ambas comunidades autónomas
suman el 44,23% de población extranjera en España. El papel
de las capitales –Madrid y Barcelona– es básico para entender
el poder de atracción de ambas comunidades.
Un segundo nivel lo conformarían la región mediterránea y
las comunidades insulares, con porcentajes que varían entre
el 4 y el 11%, pero que las confirman como destinos prefe-
rentes para los flujos migratorios en España. Por primera
vez, la Comunidad Valenciana tiene, con 227.103 personas,
mayor número de residentes extranjeros que Andalucía,
donde residen 222.773 extranjeros. En ambos casos, el
porcentaje de población extranjera sobre el total se sitúa en
torno al 11%. Canarias, con 125.452 personas que signifi-
can un 6,35% del total, se convierte en el quinto destino de
la inmigración en España, con una mayor población extranje-
ra en Las Palmas que en Tenerife. Un tercer nivel estaría for-
mado por Murcia y las Baleares, con 92.863 y 92.028 per-
sonas extranjeras residiendo respectivamente, que suponen
en torno al 4,6% del total. Es especialmente interesante
señalar el crecimiento de la población extranjera en la
Comunidad de Murcia, que ha aumentado un 60% respecto
a 2003, cuando los 58.150 extranjeros que residían en la
misma eran poco más del 3% del total de extranjeros. 
Finalmente, el cuarto nivel agruparía al resto de comunida-
des autónomas españolas. Dentro de este conjunto, hay que
destacar Aragón, Castilla-La Mancha, Castilla y León y Galicia
que, con porcentajes que se acercan al 3% de extranjeros
sobre el total, confirman la tendencia a la paulatina disper-
sión de la población extranjera hacia otros territorios espa-
ñoles, con menor tradición inmigratoria. En el resto de comu-
nidades autónomas, el porcentaje de extranjeros residentes
no supera el 2% del total.
Si, por otro lado, se examina la proporción de residentes
extranjeros en relación con la población total de cada comuni-
dad autónoma, el resultado es un dibujo distinto del mapa de
España, en el que se podrían distinguir tres grandes grupos.
Un primero lo conformarían las comunidades autónomas insu-
lares y de la costa mediterránea, siendo las Baleares, con un
9,64% de población extranjera sobre el total de su población,
el territorio con mayor índice de extranjería en España. Con
valores en torno al 7% se situarían Murcia, la Comunidad de
Madrid, Cataluña y Canarias. Un segundo grupo estaría for-
mado por las comunidades autónomas donde la población
extranjera supone entre un 4 y un 5% del total de la población
autonómica. En este grupo se encontrarían Aragón, Ceuta, la
Comunidad Valenciana, Melilla, Navarra y La Rioja. Final-
mente, en el resto de comunidades autónomas, la población
extranjera no supone más de un 3% sobre el total de la pobla-
ción, siendo en Asturias –con un 1,53%– donde es menor el
peso de los residentes extranjeros.
En otro orden de cosas, sobre la tasa de inmigración feme-
nina hay que apuntar que el 45,93% de los extranjeros con
permiso de residencia en España son mujeres. Un porcenta-
je que sólo supera el 50% en el caso de América Latina: en
la mayoría de los países de esta región se observa una pro-
porción superior de inmigración femenina, especialmente
patente en los países con colectivos menores y más recien-
tes, dónde aún no se han generalizado los procesos de rea-
grupación familiar. En cambio, sólo un 34,49% de las perso-
nas africanas que residen en España son mujeres, mientras
el porcentaje es bastante más paritario en los residentes
procedentes de Asia, el 42,09% de los cuales son mujeres.
Cifras ligeramente superiores, en torno al 45-48% de muje-
res residentes, se dan en los colectivos procedentes de toda
Europa, de América del Norte y de Oceanía.
En relación con el alumnado extranjero en España, las cifras
provisionales del curso 2003-2004 ofrecen un total de
389.726 alumnos matriculados en enseñanzas no universi-
tarias, lo que supone un incremento, aunque más moderado,
respecto a los años anteriores. Los alumnos extranjeros en
España representan un 5,7% del total de alumnos matricu-
lados, lo que supone una notable progresión sobre todo si se
compara con las cifras del curso 1999-2000, cuando los
alumnos extranjeros sólo representaban un 1,54% del total.









































alumnos extranjeros, era la comunidad autónoma con mayor
concentración de alumnado extranjero, seguida de las Bale-
ares (10,1%) y La Rioja (8,1%). En Cataluña, los 96.500
alumnos extranjeros matriculados suponen el 8,9% del total
del alumnado, y son un colectivo con un elevado dinamismo,
puesto que en el curso 2003-2004, más del 50% de nuevos
alumnos eran de origen extranjero.
La mayoría de estos alumnos se concentran en los niveles de
primaria –172.888 alumnos–, aunque hay que señalar el nota-
ble crecimiento de los matriculados en secundaria y, en menor
medida, en los cursos de infantil o pre-escolar. En el caso de
los alumnos de secundaria, los actuales 137.053 matricula-
dos suponen un 35% más de los que había en el curso 2002-
2003. Sobre el origen de estos alumnos, el colectivo proce-
dente de América Latina es ya el 50,5% del total del alumnado
extranjero, seguido de los nacionales de otros países europe-
os y de los procedentes del continente africano. 
Participación de la inmigración en la economía
A finales de 2004, el número de extranjeros afiliados a la
Seguridad Social española era de 1.074.791, lo que supone
un crecimiento del 9,2% en relación con los afiliados de
2003, y representan un 6,29% sobre el total de trabajadores
afiliados. De éste, poco más de un millón de afiliados, sólo
248.655 –un 23,1% del total– proceden de los países de la
Unión Europea, mientras los 826.136 afiliados restantes –el
76,9%– proceden de países extracomunitarios. Los trabaja-
dores de origen marroquí, un total formado por 172.663 ins-
critos, y los ecuatorianos, 147.196 afiliados, son los princi-
pales colectivos extranjeros afiliados a la Seguridad Social,
seguidos por los colombianos y los rumanos, con colectivos
que no superan los 100.000 afiliados. Estas cuatro nacionali-
dades suponen el 42,6% del total de extranjeros inscritos en
la Seguridad Social. Sólo en quinto lugar, y con un colectivo de
47.908 afiliados, se sitúan los nacionales de Reino Unido, el
primer país de la Unión Europea en número de inscritos. La
participación de mano de obra extranjera en el mercado labo-
ral español es, por lo tanto, básicamente y cada vez de mane-
ra más notable, de origen extracomunitario.
La mayoría de trabajadores extranjeros, 757.893 inscritos,
están en el régimen general, y en el caso de los nacionales de
países que no pertenecen a la UE, la proporción es mayor que
en el caso de los nacionales de la Unión Europea. En este último
caso, el segundo mayor grupo de afiliados se encuentra en el
régimen de autónomos, mientras que para los nacionales de paí-
ses extracomunitarios, al régimen general le siguen el régimen
agrario y el del hogar –con 101.915 y 73.464 afiliados res-
pectivamente–, y después los 56.402 afiliados en el régimen de
autónomos. En este último, la nacionalidad con mayor número
de afiliados –11.274 trabajadores– es la china, mientras ecua-
torianos y marroquíes son mayoritarios en el régimen general.
El marroquí también es el mayor colectivo en el régimen agra-
rio, mientras los nacionales de Ecuador y Colombia son los prin-
cipales colectivos en el régimen del servicio doméstico.
Si se observa la distribución geográfica de los afiliados extran-
jeros, puede destacarse que el 22,66% se encuentra en
Cataluña, mientras el 22,06% está en la Comunidad de
Madrid. Andalucía y la Comunidad Valenciana son los otros
dos destinos principales de la inmigración laboral en España,
con unos volúmenes que superan el 10% del total. En relación
con el peso del colectivo de trabajadores extranjeros sobre el
total de trabajadores en cada comunidad autónoma hay que
destacar Melilla, Murcia y Baleares, donde los trabajadores
extranjeros suponen más del 10% del total de trabajadores.
Con porcentajes que no superan esta cifra se encuentran
Canarias, la Comunidad de Madrid y La Rioja, mientras por el
otro lado, Asturias y Galicia son las comunidades autónomas
con menor proporción de trabajadores extranjeros afiliados
sobre el total de trabajadores. La costa mediterránea y
Madrid se consolidan, por lo tanto, como los principales pun-
tos de concentración de trabajadores extranjeros afiliados a la
Seguridad Social. Por su parte, la cifra de mujeres extranjeras
inscritas era, a principios de 2004, del 36,08%, una cifra
bastante parecida al porcentaje de mujeres españolas afilia-
das con respecto al total de trabajadores inscritos. 
Para el año 2005, se espera que la cifra de extranjeros afi-
liados a la Seguridad Social sufra un incremento notable,
principalmente debido al proceso de normalización que se
desarrollará durante los primeros meses de dicho año que
contempla el nuevo reglamento de extranjería. La estimación
del gobierno español es que dicho proceso afectará a unas
800.000 personas, que verán regularizada su situación gra-
cias a la demostración de relaciones laborales fehacientes.
Se supone que una importante proporción de los nuevos
regulados serán mujeres, puesto que las mayores concen-
traciones de economía sumergida se dan en sectores donde,
como el trabajo doméstico y la atención a personas mayores,
la mano de obra es mayoritariamente femenina. Se conside-
ra notablemente baja, en comparación con las cifras reales,
la cifra de 76.362 personas inscritas a finales de 2004 en
el sector del hogar. La agricultura es otro sector que se sabe
especialmente afectado por la irregularidad laboral.
Según el citado informe del CERES, la irregularidad ha sido,
en general y hasta el momento, la vía de acceso más habi-
tual para los inmigrantes a la hora de inserirse en el merca-
do laboral español. Según dicho informe, la inmigración irre-
gular ha sido absorbida por el mercado laboral irregular, y los
procesos de regularización que se han llevado a cabo han
servido para que los inmigrantes pudieran acceder al mer-
cado laboral regular. Esta relación entre inmigración irregu-
lar y economía sumergida supone, entre otros, que los inmi-
grantes que trabajan en situación irregular sean también vic-
timas de abusos laborales, con condiciones de trabajo más
duras –menores salarios, jornadas más largas, impago de
horas extra, etc.– que sus compañeros en situación regular
(sean españoles o inmigrantes regularizados). En aras de
luchar contra la irregularidad en la inmigración hay que
actuar, por lo tanto, contra el mercado de trabajo irregular y
garantizar la existencia de canales regulares que gestionen


































































Por otro lado, las remesas que los inmigrantes en España
envían a sus países de origen siguen creciendo de manera
notable. En 2004 el volumen de las remesas enviadas fue de
3.436 millones de euros, una cifra que supone un incremen-
to del 18,6% respecto al 2003. De todos modos, y a pesar
de la importancia de las remesas enviadas por los inmigran-
tes, España sigue teniendo un saldo positivo –cifrado en 736
millones de euros– en este factor en la balanza de pagos, pues
en 2004 los españoles residentes en el extranjero enviaron
4.172 millones de euros a este país. De todos modos, no se
puede negar que mientras el volumen de las remesas que lle-
gan a España ha crecido un 12,1% desde 2000, el volumen
de las remesas que los inmigrantes en España han enviado al
extranjero ha crecido un 137,6% en el mismo período. 
económicos por conocer los hábitos de consumo de dichos
colectivos, dado el volumen de efectivo que implican y el
incremento que suponen en el componente de la demanda
del PIB. A pesar de que la mayoría de empresas ofertan igua-
les servicios a inmigrantes y autóctonos, otras están empe-
zando a ofertar productos diferentes con la intención de co-
par un nuevo segmento de consumidores, procedentes éstos
de culturas diversas, con necesidades y costumbres distintas
y, en muchos casos, un poder adquisitivo por debajo de la
media. Un informe sobre las nuevas oportunidades de nego-
cio que genera la inmigración elaborado por Firma de Infor-
mación, destaca, por ejemplo, el caso de las operadoras de
telecomunicaciones –principalmente telefonía– que han visto
en los inmigrantes uno de los colectivos con mayor consumo
y con un mayor crecimiento potencial. Según dicho informe,
existen estimaciones que valoran el gasto de los inmigrantes
en telecomunicaciones en torno a los 960 y 1.100 millones
de euros en 2004, y se calcula que el consumo medio men-
sual de cada inmigrante está en torno a los 48 euros, mien-
tras el gasto en telefonía fija de un hogar español está en torno
a los 47,1 euros mensuales. Otros sectores que están adap-
tándose a la presencia creciente de la población inmigrante
son los de la alimentación (a pesar que según un estudio encar-
gado por el Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentación los
hábitos alimentarios entre colectivos inmigrantes y autóctonos
son muy parecidos porque ambos van incorporando alimentos
no tradicionales en sus costumbres alimenticias); el mercado
inmobiliario –especialmente los alquileres–; los medios de
comunicación –existen más de 30 medios latinos en España–;
el sector farmacéutico o el sector de la formación.
ASILO Y REFUGIO EN ESPAÑA
Como en años anteriores, en España decrece paulatina-
mente el número de solicitudes de asilo presentadas. Según
las cifras provisionales que ofrece la Oficina de Asilo y
Refugio, en 2004 se presentaron en España 5.401 solici-
tudes de asilo, lo que supone una cifra menor que la de
2003, pero sin que constituya una disminución significativa.
Desde el año 2002, en España las solicitudes de asilo pre-
sentadas van disminuyendo progresivamente sin sufrir, sin
embargo, una reducción drástica como la que se dio entre
los años 2001 y 2002. 
De las solicitudes de asilo por persona que se han presenta-
do en España, la mayor parte lo han sido en territorio nacio-
nal, y sólo cerca del 15% se han presentado en las fronte-
ras o en las embajadas españolas en el extranjero. Por terri-
torio, más del 40% de las mismas –lo que supone unas
2.280– se han registrado en Madrid, mientras cerca de un
35% –unas 1.920– se han presentado en Ceuta. Las cifras
de estos dos puntos de acceso –que por otro lado, coinciden
en gran medida con los principales accesos de los flujos
migratorios en España– distan mucho del resto de provincias
españolas, aunque hay que señalar Melilla que, con 300 de-
mandas, es la tercera provincia española en número de soli-









































Año Remesas de Remesas de Saldo
de trabajadores trabajadores (en millones
estudio recibidas enviadas de euros)
en España desde España
(en millones (en millones
de euros) de euros)
2000 3.722 1.446 2.276
2001 4.096 2.019 2.077
2002 4.183 2.371 1.812
2003 4.171 2.895 1.276
2004 4.172 3.436 736
Fuente: Banco de España
De momento, el sector más dinámico –y ejemplo paradigmáti-
co de la atención específica para con los colectivos inmigran-
tes– es el de las entidades financieras. Las cifras de remesas
oficiales, que son tres veces menores que las remesas poten-
ciales según el Banco de España, han convertido a España en
uno de los principales países emisores de remesas, y dan idea
del interés que para las entidades financieras tiene el seg-
mento del mercado compuesto por las personas inmigrantes.
La prestación de servicios especiales a los colectivos inmi-
grantes, además, ha supuesto otros cambios para bancos y
cajas de ahorro, puesto que en algunos casos dichas entida-
des han entrado a formar parte del negocio comprando parti-
cipaciones en las empresas de transferencia de remesas o
bien estableciendo acuerdos con bancos de los principales paí-
ses de origen de la inmigración para facilitar y abaratar la
entrega de las remesas. Además, en ocasiones, las entidades
financieras también han optado por la contratación étnica
para aproximar sus servicios a la realidad cultural y lingüística
de los inmigrantes residentes. Finalmente, captar a los colec-
tivos inmigrantes en España para gestionar sus remesas sirve
también a las entidades financieras para intentar fomentar su
propia presencia en los países de origen de los inmigrantes,
en los que normalmente el índice de bancarización es bajo.
En relación con la participación de la población inmigrante en
otros sectores del mercado de bienes y servicios hay que
apuntar un interés cada vez mayor por parte de los sectores
 
En relación al origen geográfico de las solicitudes presenta-
das, hay que señalar la paulatina transformación que se ha
dado en este punto, puesto que las solicitudes procedentes
de países iberoamericanos se han ido reduciendo mientras
crecían las solicitudes presentadas por nacionales de una
cada vez mayor diversidad de países africanos. Así, las 648
solicitudes de nacionales de Colombia –un 12% del total– son
las únicas procedentes de América Latina y lo han converti-
do en el tercer país de origen de las solicitudes de asilo pre-
sentadas en España, muy lejos de la situación de 2001,
cuando las 2.532 solicitudes presentadas por nacionales
colombianos significaron un 26,7% del total y la convirtieron
en la primera nacionalidad en número de solicitudes de asilo
presentadas. Como en los dos últimos años anteriores, el
primer país de origen de las solicitudes ha sido Nigeria, si
bien se ha reducido su significado porcentual sobre el total,
puesto que las 1.029 solicitudes presentadas en 2004 sig-
nifican un 19,05% del total de solicitudes, mientras en 2003
las solicitudes de nacionales nigerianos habían significado el
28,5% del total. En segundo lugar se encuentran los nacio-
nales de Argelia, las solicitudes de los cuales casi se han tri-
plicado entre 2002 y 2004. Este último año, los nacionales
argelinos han presentado un total de 988 solicitudes, lo que
significa un 18,3% del total. Los restantes principales oríge-
nes de las solicitudes que se han presentado en España en
2004 son países de África Occidental, la mayoría de los cua-
les situados en la región del golfo de Guinea. 
Por otro lado, y según las cifras provisionales de la Oficina 
de Asilo y Refugio, durante 2004 hubo 6.629 resoluciones de
asilo, el 95% de la cuales fueron inadmitidas o resueltas 
de manera desfavorable. Esta cifra continúa con la tendencia del
año anterior, cuando España se había situado como el penúl-
timo país de la Unión Europea en relación a la recepción de
refugiados. Las bajas cifras de resoluciones admitidas expli-
can en parte el descenso de las solicitudes que se presentan
anualmente en España, y otra razón para esta tendencia
decreciente puede deberse, como dice la representación de
ACNUR (Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los
Refugiados) en España, a la falta de información sobre la ley
del asilo que existe en España, lo que ocasiona que personas
que llegan a territorio español huyendo de sus países de ori-
gen, desconozcan los requisitos y sus casos no son estudia-
dos particularmente, con lo que pueden acabar siendo repa-
triados a sus países de origen sin haber solicitado asilo.
Por su parte, el nuevo reglamento de extranjería también tiene
efectos en determinados aspectos de la situación del asilo y el
refugio en España, sobre todo por cuanto afecta a la entrada
de personas. Por un lado, la disposición adicional decimosép-
tima del reglamento permite que los solicitantes de asilo pue-
dan obtener autorizaciones para trabajar en España una vez
hayan transcurrido seis meses desde la presentación de su
solicitud, y siempre que la misma haya sido admitida a trámi-
te. Además, el reglamento ha incorporado la posibilidad de
que se otorgue una autorización de residencia temporal por
razones humanitarias a las personas víctimas de la violencia
doméstica –siempre que haya una sentencia sobre el caso– o
a las personas víctimas de delitos en los que concurran cir-
cunstancias agravantes de carácter racista, antisemita o por
razones de etnia, entre otras. Por otro lado, el reglamento
regula las obligaciones de los transportistas en el control de
documentos de los pasajeros –artículo 14 del Reglamento de
30 de diciembre de 2004– y también la obligación de hacer-
se cargo del extranjero que no tenga la documentación nece-
saria y de asumir su viaje de retorno al país desde el que
hubiera viajado o cualquier otro que garantice su admisión y
“un trato compatible con los derechos humanos” –artículos 16
del Reglamento–. A pesar de esta acotación en relación al
trato que deben recibir los extranjeros que no podrán entrar
en territorio español, lo cierto es que de este modo se afian-
za el sistema que convierte a las compañías de transporte en
responsables de “filtrar” a los solicitantes que intentan llegar
a territorio español para pedir asilo. Esta devolución inmedia-
ta, por otro lado y según apunta un informe de Amnistía
Internacional de finales de 2004, puede contravenir el princi-
pio de no retorno, uno de los instrumentos básicos para la
protección internacional de refugiados y solicitantes de asilo.
Además, la Asociación Pro Derechos Humanos en Andalucía
también apunta que la falta de traducción e interpretación, así
como de asistencia jurídica de los inmigrantes detenidos en su
intento de acceder a territorio español por vía marítima,
puede suponer una conculcación de derechos para los solici-
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Según datos del Ministerio del Interior, la cifra de extranjeros
con tarjeta o permiso de residencia en vigor en España a 31
de diciembre de 2003 era de 1.647.011, lo que supone un
incremento del 24,4% respecto al año anterior.
Febrero
19 de febrero
Fruto de los acuerdos bilaterales alcanzados en Marrakech en
diciembre de 2003 y de las negociaciones del Grupo Migra-
torio Permanente Hispano-Marroquí que tuvieron lugar en
enero, se ponen en marcha las patrullas conjuntas hispano-
marroquíes. Miembros de la Gendarmería Real marroquí y
de la Guardia Civil española patrullarán conjuntamente por
las Canarias y la costa de El Aaiún para detectar las embar-
caciones que utilizan esta zona para transportar de forma ile-
gal a inmigrantes hacia España.
Marzo
14 de marzo
La llegada del PSOE al gobierno supone cambios en los órganos
destinados a gestionar la inmigración en España. La Secretaría
de Estado de Inmigración y Emigración, cuyo titular es Consuelo
Rumí, pasa a formar parte del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales.
28 de marzo
Después de los atentados del 11-M se ha abierto un proce-
so para solicitar el permiso de residencia por razones excep-
cionales dirigido a los extranjeros en situación irregular vícti-
mas directas de los atentados o a familiares de éstas.
Mayo
10 de mayo
El Tribunal Supremo anula un punto del Acuerdo de Consejo de
Ministros de diciembre de 2001 con el que se impedía que los
extranjeros pudieran solicitar permisos de trabajo en sectores
donde el contingente anual fijado por el Gobierno se hubiera
agotado o en otros donde no se hubiese previsto contingente.
18 de mayo
España se ha convertido en uno de los principales puntos de
destino de la inmigración que se dirige a la Unión Europea.
Según fuentes oficiales, en el 2003 uno de cada cuatro inmi-
grantes que llegó a territorio de la UE lo hizo por España. 
Junio
5 de junio
Unos 1.700 inmigrantes se encierran en la catedral de
Barcelona y en la cercana iglesia del Pi reclamando "papeles
para todos". La policía los desaloja al día siguiente. Al con-
trario que en los encierros en 2001, los principales sindica-
tos y asociaciones de inmigrantes en Cataluña manifestaron










































Según datos oficiales, el funcionamiento del Sistema de
Vigilancia Electrónica (SIVE) instalado en la zona occidental
del Estrecho ha obligado a cambiar las rutas de las redes de
tráfico ilegal de personas. El número de pateras intercepta-
das en las costas de Cádiz se ha reducido a la mitad en los
dos últimos años, mientras se han duplicado las capturadas
en Andalucía Oriental, principalmente en las costas de Gra-
nada, durante el mismo período.
Julio
20 de julio
En una respuesta parlamentaria escrita, la Secretaría de Esta-
do de Inmigración y Emigración señala que, entre el 1 de
enero de 2002 y el 14 de junio de 2004, la policía rechazó
en las fronteras a 30.829 extranjeros que intentaban entrar
en España. El 31,2% (9.649) eran nacionales de Ecuador. 
Agosto
15 de agosto
El Hollgan Star, un carguero con bandera de Ghana y que en
1998 había llegado a Sierra Leona con ayuda humanitaria,
es interceptado en Freetown (Sierra Leona). El carguero que-
ría llegar a las islas Canarias con cerca de medio millar de
inmigrantes indocumentados. Durante 2004, ésta no será la
primera ocasión en que un carguero intente trasladar de
forma irregular a un considerable número de inmigrantes
desde Sierra Leona hacia España.
29 de agosto
Según datos del Gobierno central, durante el verano el núme-
ro de inmigrantes muertos intentado acceder a las costas




Los ministerio de Trabajo e Interior cruzarán datos informá-
ticos para evitar los contratos falsos de inmigrantes.
26 de septiembre
La Unión Europea y Marruecos alcanzan un acuerdo de ges-
tión fronteriza que supondrá para el país árabe recibir 40
millones de euros a invertir en el control de los flujos migra-
torios. Una de las reformas que deberá llevar a cabo
Marruecos es la unificación de la vigilancia de su perímetro
fronterizo, que actualmente se encuentra en manos de dife-
rentes cuerpos de seguridad del país.
30 de septiembre
La mayoría de gobiernos de los Estados miembros de la
Unión Europea acogen favorablemente la propuesta alemana
de crear centros de acogida en diferentes países del norte
de África para los inmigrantes irregulares o demandantes de
asilo que utilizan dichos países como zona de tránsito para
acceder a territorio de la Unión Europea. España y Francia
manifiestan su oposición a dicha propuesta.
Octubre
7 de octubre
Los ministros del Interior español y francés acuerdan, en una
reunión celebrada en París, estrechar la cooperación frente
al terrorismo islamista y potenciar los controles en las fron-
teras pirenaicas contra las drogas y la inmigración ilegal.
También acuerdan invitar a Marruecos a incorporarse al
“triángulo de seguridad” con España y Francia. 
Noviembre
5 de noviembre
Hasta octubre de 2004 han sido detenidos 13.053 inmi-
grantes que intentaban entrar en territorio español en pate-
ras, lo que significa un 23% más que en el mismo período de
2003. Por otro lado, han aumentado un 24,7% las repa-
triaciones de inmigrantes en situación irregular durante los 
9 primeros meses del año en relación al mismo período de




Cerca de una veintena de inmigrantes internos en el centro
de internamiento barcelonés de La Verneda se declaran en
huelga de hambre para paralizar su expulsión.
30 de diciembre
El Gobierno aprueba el Reglamento de Extranjería que permiti-
rá regularizar a los inmigrantes que tengan contrato y estén en
España desde seis meses antes de que entre en vigor. Por otro
lado, el Gobierno decide prorrogar el contingente de trabaja-
dores extranjeros no comunitarios para el 2004 –que aún no
ha cubierto las plazas de puestos de trabajo estable– hasta la









































































































4I. EVOLUCIÓN GLOBAL DE LOS RESIDENTES EXTRANJEROS SEGÚN CONTINENTE DE ORIGEN (2000-2004)
2000 2001 2002 2003 2004
EUROPA 361.437 412.571 470.432 560.200 667.775
AMÉRICA 199.964 298.798 380.343 530.648 666.086
ÁFRICA 261.385 304.148 366.518 432.662 498.507
ASIA 71.015 91.504 104.665 121.455 142.762
OCEANÍA 902 944 1.024 1.018 1.112
APÁTRIDAS Y NO CONSTA 1.017 1.095 1.019 1.028 1.049















Apátridas y no consta
2000 2001 2002 2003 2004
Anuario estadístico de extranjería. Distintos años. Delegación del Gobierno para la Extranjería y la Inmigración
Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración. Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales.
II. RESIDENTES EXTRANJEROS SEGÚN ORIGEN Y COMUNIDAD AUTÓNOMA DE RESIDENCIA (31-12-2004)
COMUNIDAD ESPACIO RESTO ÁFRICA IBERO- AMÉRICA ASIA OCEANÍA APÁTRIDAS TOTAL
AUTÓNOMA ECONÓMICO DE AMÉRICA DEL NO CONSTA
EUROPEO EUROPA NORTE
ANDALUCÍA 96.034 12.694 59.116 39.604 3.189 11.818 209 109 222.773
ARAGÓN 6.045 10.034 18.216 16.249 335 2.582 12 5 53.478
ASTURIAS 4.855 863 1.575 8.216 315 543 19 10 16.396
BALEARES 41.818 3.755 19.026 22.692 565 4.088 73 11 92.028
CANARIAS 61.186 2.408 16.830 33.650 579 10.693 34 162 125.542
CANTABRIA 1.931 2.255 1.345 7.789 208 905 14 14.447
CASTILLA-LA MANCHA 3.828 11.855 14.088 17.458 246 1.994 12 18 49.499
CASTILLA Y LEÓN 10.864 11.638 9.766 21.544 470 3.110 17 50 57.459
CATALUÑA 71.835 31.670 169.502 133.096 2.882 52.660 255 146 462.046
COM. VALENCIANA 90.734 28.141 41.119 53.868 1.226 11.847 108 60 227.103
EXTREMADURA 3.675 456 10.606 3.458 94 638 1 7 18.935
GALICIA 14.154 1.378 4.662 20.828 849 1.192 55 16 43.134
MADRID 64.570 40.854 65.638 201.986 5.041 33.669 209 400 412.367
MURCIA 13.170 4.185 39.886 33.689 176 1.731 12 14 92.863
NAVARRA 2.687 2.719 6.643 14.524 173 544 7 1 27.298
PAÍS VASCO 9.300 1.936 7.636 15.097 538 2.548 72 23 37.150
LA RIOJA 1.646 1.892 5.592 4.890 41 1.982 2 3 16.048
CEUTA 169 12 2.054 51 7 124 7 2.424
MELILLA 317 7 3.459 52 18 48 1 7 3.909
No consta 57 148 1.748 381 12 46 2.392
TOTAL 498.875 168.900 498.507 649.122 16.964 142.762 1.112 1.049 1.977.291


































































III. DISTRIBUCIÓN DE RESIDENTES 









































Secretaría de Estado de
Inmigración y Emigración.
Ministerio de Trabajo y
Asuntos Sociales.
IV. EVOLUCIÓN DEL PORCENTAJE DE RESIDENTES EXTRANJEROS EN ESPAÑA POR COMUNIDAD AUTÓNOMA
(2000-2004)
2000 2001 2002 2003 2004
ANDALUCÍA 1,80 2,12 2,19 2,74 2,90
ARAGÓN 1,48 2,08 2,14 3,17 4,28
ASTURIAS 0,88 0,97 1,14 1,18 1,53
BALEARES 5,41 5,42 6,63 8,01 9,64
CANARIAS 4,52 4,91 5,00 5,98 6,55
CANTABRIA 1,01 1,21 1,58 2,14 2,60
CASTILLA-LA MANCHA 0,91 1,28 1,41 2,01 2,68
CASTILLA Y LEÓN 0,98 1,22 1,45 1,82 2,30
CATALUÑA 3,43 4,40 5,05 5,73 6,78
COMUNIDAD VALENCIANA 2,11 2,41 3,20 4,03 5,00
EXTREMADURA 0,98 1,17 1,28 1,59 1,76
GALICIA 0,88 0,97 1,11 1,36 1,57
MADRID 3,13 4,31 4,93 6,21 7,10
MURCIA 1,99 2,31 4,32 4,58 7,17
NAVARRA 2,02 1,72 3,33 3,92 4,67
PAÍS VASCO 0,90 0,93 1,15 1,35 1,76
LA RIOJA 2,24 2,77 3,65 4,74 5,47
CEUTA 2,86 2,68 2,78 2,91 3,25
MELILLA 5,17 5,26 4,67 4,71 5,75
TOTAL 2,21 2,70 3,16 3,86 4,58
Residentes extranjeros a 31 de diciembre del año concreto sobre sobre población total a 1 de enero de dicho año
Anuario estadístico de extranjería. Varios años. Delegación del Gobierno para la Extranjería y la Inmigración
Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración. Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales








































4V. EVOLUCIÓN DE LOS DIEZ PRINCIPALES COLECTIVOS DE INMIGRANTES EXTRACOMUNITARIOS EN ESPAÑA 
(2000-2004)
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Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración. 



































































VI. TRABAJADORES EXTRANJEROS AFILIADOS Y EN ALTA LABORAL 
EN LA SEGURIDAD SOCIAL SEGÚN COMUNIDAD AUTÓNOMA
Comunidad Trabajadores % sobre % sobre Trabajadores Variación
autónoma extranjeros total de total de extranjeros 2003-2004
afiliados a trabajadores trabajadores afiliados a (%)
Seg. Social extranjeros afiliados Seg. Social
31/12/04 10/7/03
ANDALUCÍA 112.899 10,50 4,03 105.166 7,35
ARAGÓN 30.233 2,81 5,88 26.826 12,70
ASTURIAS 7.318 0,68 2,00 6.562 11,52
BALEARES 38.642 3,60 10,83 54.253 -28,77
CANARIAS 69.664 6,48 9,49 63.754 9,27
CANTABRIA 7.177 0,67 3,56 5.300 35,42
CASTILLA-LA MANCHA 31.329 2,91 4,96 23.683 32,28
CASTILLA Y LEÓN 28.737 2,67 3,27 22.491 27,77
CATALUÑA 243.534 22,66 7,90 218.640 11,39
COMUNIDAD VALENCIANA 127.966 11,91 7,14 109.319 17,06
EXTREMADURA 7.844 0,73 2,17 7.657 2,44
GALICIA 19.387 1,80 2,00 15.641 23,95
MADRID 237.076 22,06 8,90 219.960 7,78
MURCIA 58.529 5,45 11,49 56.464 3,66
NAVARRA 17.843 1,66 7,08 16.236 9,90
PAÍS VASCO 22.359 2,08 2,50 19.443 15,00
RIOJA 10.176 0,95 8,45 8.190 24,25
CEUTA 1.460 0,14 7,96 1.328 9,94
MELILLA 2.618 0,24 15,98 3.150 -16,89
TOTAL 1.074.791 100,00 6,26 984.063 9,22
Informe sobre la situación de los trabajadores extranjeros afiliados y en alta laboral en la Seguridad Social. Julio 2003. IMSERSO, 2003
Afiliados Extranjeros por CCAA, sectores y países de procedencia. Diciembre 2004. Estadísticas. Secretaría de Estado de Seguridad Social
VII. ALUMNADO NO UNIVERSITARIO EXTRANJERO POR CONTINENTE DE ORIGEN. Curso 1998/99 - 2003/04
1998-1999 1999-2000 2000-2001* 2001-2002 2002-2003
EUROPA 28.090 36.253 40.605 50.918 76.948
UNIÓN EUROPEA 22.045 27.299 28.217 31.455 40.583
RESTO DE EUROPA 6.045 8.954 12.388 19.463 36.365
ÁFRICA 24.281 31.899 37.460 48.239 59.967
MARRUECOS 19.236 25.199 38.233 47.099
AMÉRICA DEL NORTE 1.939 2.401 2.579 3.299 3.957
AMÉRICA CENTRAL 4.910 6.761 8.673 10.620 13.139
REP. DOMINICANA 3.045 4.256 6.126 7.533
AMÉRICA DEL SUR 14.484 21.037 35.099 74.940 135.169
ARGENTINA 3.063 3.167 7.415 16.936
COLOMBIA 2.510 4.649 23.540 35.679
ECUADOR 1.426 3.660 26.722 56.608
PERÚ 3.009 3.603 5.356 7.214
ASIA 6.806 8.663 9.075 11.214 14.075
OCEANÍA 103 143 120 151 195
NO CONSTA 74 144 73 2.137 377
TOTAL 80.687 107.301 133.684 201.518 303.827
Anuario estadístico de extranjería. Varios años. Delegación del Gobierno para la Extranjería y la Inmigración








































4VIII. ALUMNADO EXTRANJERO POR TIPO DE ENSEÑANZA (NO UNIVERSITARIA). Curso 1999/00 - 2003/04
1999-2000 2000-2001 2001-2002 2002-2003 2003-2004*
INFANTIL/PREESC. 17.148 22.751 37.825 60.412 78.349
PRIMARIA 43.943 57.947 88.348 133.310 172.888
SECUNDARIA 42.422 48.412 67.882 100.986 137.053
ESPECIAL/PGS 1.011 899 6.811 9.119 1.436
NO CONSTA 2.777 3.675 652
TOTAL 107.301 133.684 201.518 303.827 389.726
% SOBRE TOTAL ALUMNADO 1,54 1,94 2,95 4,10 5,7
PÚBLICO 103.848 162.958 243.610
PRIVADO 29.836 38.560 60.217
PGS: Programa Garantía Social. Secundaria incluye ESO, bachilleratos y formación profesional.
Estadística de las enseñanzas no universitarias. Series e Indicadores 1993-94 a 2002-03. Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, Madrid 2003
* Avance de cifras. Datos y Cifras. Curso escolar 2004-2005. Ministerio de Educación, Cultura y Deporte. 2004
IX. ACUERDOS EN MATERIA DE INMIGRACIÓN FIRMADOS POR ESPAÑA CON TERCEROS PAÍSES DURANTE EL 2004
País Fecha Tipo
Argelia 18 de febrero Entra en vigor el Protocolo sobre circulación de personas de 31 de julio de 2002
Perú 06 de julio Aplicación provisional del Acuerdo para la cooperación en materia de inmigración
Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración. Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales
X. REPATRIACIONES 2003-2004
2003 2004 Variación 
2003-2004 %
Devoluciones 13.684 13.136 -4,00
Expulsiones 14.104 13.296 -5,73
Readmisiones 51.413 83.409 62,23
Retornos 14.750 11.280 -23,53
Total 93.951 121.121 28,92




y del Sur 50,5%
Europa 25,2%
África 18,9%
Asia y Oceanía 4,4%


































































XII. RESOLUCIONES DE ASILO EN ESPAÑA POR TIPO DE RESOLUCIÓN. 2000-2004
2000 % sobre 2001 % sobre 2002 % sobre 2003 % sobre 2004* % sobre 
total total total total total
Favorable (Estatuto
Conv. Ginebra 1951) 370 4,91 298 3,28 175 2,80 227 3,27 161 2,43
Razones humanitarias 
(Art. 17.2 de Ley 
Asilo 9/94) 273 3,62 84 0,93 53 0,85 72 1,04 163 2,46
Otra protección 109 1,45 168 1,85 71 1,13 70 1,01
Desfavorable 1.821 24,17 1.989 21,92 1.430 22,84 4.229 60,87 6.305 95,11
Inadmisión 4.960 65,84 6.535 72,02 4.532 72,38 2.350 33,82
TOTAL 7.533 9.074 6.261 6.948 6.629
Anuario estadístico de extranjería. Varios años. Delegación del Gobierno para la Extranjería y la Inmigración
* Datos provisionales. Boletín de Asilo, nº47 a 56, 2004. Oficina de Asilo y Refugio. Ministerio del Interior
XI. SOLICITUDES DE ASILO SEGÚN LOS DIEZ PRINCIPALES PAÍSES DE ORIGEN EN 2004. 2000-2004
2000 2001 2002 2003 2004*
Solicitudes % sobre Solicitudes % sobre Solicitudes % sobre Solicitudes % sobre Solicitudes % sobre 
total total total total total
Argelia 326 4,1 231 2,4 350 5,5 682 11,5 988 18,29
Colombia 1.361 17,2 2.532 26,7 1.105 17,5 577 9,7 648 12,00
Côte d'Ivoire 13 0,2 11 0,1 45 0,7 241 4,1 110 2,04
Ghana 54 0,7 18 0,2 41 0,6 58 1,0 108 2,00
Guinea 23 0,3 30 0,3 46 0,7 171 2,9 228 4,22
Liberia 48 0,6 30 0,3 36 0,6 190 3,2 100 1,85
Malí 3 0,0 9 0,1 26 0,4 63 1,1 253 4,68
Nigeria 843 10,6 1.350 14,2 1.440 22,8 1.688 28,5 1.029 19,05
R.D. Congo 90 1,1 118 1,2 175 2,8 274 4,6 200 3,70
Sierra Leona 823 10,4 350 3,7 275 4,4 128 2,2 97 1,80
Otros 4.342 54,8 4.811 50,7 2.770 43,9 1.846 31,2 1.640 30,36
TOTAL 7.926 9.490 6.309 5.918 5.401
Anuario estadístico de extranjería. Varios años. Delegación del Gobierno para la Extranjería y la Inmigración
* Datos provisionales. Boletín de Asilo, nº47 a 56, 2004. Oficina de Asilo y Refugio. Ministerio del Interior
